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OPINIÓN N.° 085-2007/DOP

Entidad: 
Ministerio de Vivienda, Construcción y Saneamiento

Asunto:
Exoneración por situación de emergencia


Referencia:
Oficio Nº. 1176-2007/VIVIENDA-SG 
Carta Nº. 111-2007/ VIVIENDA-OGA-UA

1. ANTECEDENTES

Mediante documentos de la referencia, la Secretaria General del Ministerio de Vivienda, Construcción y Saneamiento (en lo sucesivo la Entidad) realiza una consulta, considerando que por Decreto Supremo N.º 068-2007-PCM, publicado en el Diario Oficial “El Peruano” el 16.08.07, modificado por Decreto Supremo N.º 071-2007-PCM, publicado en el Diario Oficial “El Peruano” el 17.08.07, se declaró en Estado de Emergencia el departamento de Ica, las provincias de Cañete y los distritos de Huañec y Tupe de la provincia de Yauyos del departamento Lima, así como también las provincias de Castrovirreyna, Huaytará y el distrito de Acobambilla de la provincia de Huancavelica del departamento de Huancavelica, por el plazo de 60 días calendario, autorizándose al Ministerio de Vivienda, Construcción y Saneamiento, entre otras entidades, a ejecutar acciones necesarias para la atención de la emergencia y rehabilitación de las zonas afectadas.

2. 
CONSULTA Y ANALISIS

La Entidad literalmente consulta:

“¿Si en el mercado no existe un solo proveedor que pueda atender la totalidad de nuestro requerimiento, podemos invitar y otorgar la Buena Pro a más de un (1) proveedor?”

Sobre el particular debe indicarse lo siguiente:

2.1 De conformidad con lo dispuesto por el literal h) del artículo 59° del Texto Único Ordenado de la Ley de Contrataciones y Adquisiciones del Estado, aprobado por Decreto Supremo N.º 083-2004-PCM (en adelante la Ley), la Segunda Disposición Final de su Reglamento, aprobado por Decreto Supremo N.º 084-2004-PCM (en lo sucesivo el Reglamento), y el procedimiento 8 del Texto Único de Procedimientos Administrativos del CONSUCODE, aprobado por Decreto Supremo N.º 043-2006-EF, las consultas que absuelve este Consejo Superior son aquellas referidas a la interpretación y/o aplicación de algún aspecto oscuro o ambiguo de la normativa sobre contratación pública. Por tanto, el tema materia de consulta será analizado en términos generales; por lo que sus conclusiones no estarán vinculadas necesariamente a situación particular alguna. 
2.2 La realización de todo proceso de selección tiene por finalidad garantizar que las Entidades del Estado obtengan los bienes, servicios y obras necesarias para la atención de sus funciones esenciales, en la calidad requerida, en tiempo oportuno y a precios y costos adecuados. 
No obstante ello, existen supuestos en los cuales la realización de un proceso de selección no cumple función alguna, toda vez que, por razones coyunturales, económicas o de mercado, la Entidad sólo puede o debe satisfacer sus requerimientos a través de una propuesta que, a su vez, será ofrecida por un proveedor único. Dentro de los supuestos de exoneración regulados en el artículo 19° de la Ley se menciona a la “situación de emergencia”.

2.3 La situación de emergencia se define como aquella en la cual las Entidades tienen que actuar de manera inmediata a causa de acontecimientos catastróficos, de situaciones que supongan grave peligro o de necesidad que afecten la defensa nacional
. 
En este punto, conviene diferenciar lo que en la Ley se denomina “situación de emergencia” de lo que la Constitución Política del Perú regula como “Estado de Emergencia”. Así, conforme con lo establecido en el artículo 137° de la Constitución, el Estado de Emergencia constituye una declaración que se produce “en caso de perturbación de la paz o del orden interno, una catástrofe o graves circunstancias que afecten la vida de la Nación. En esta eventualidad, pueden restringirse o suspenderse el ejercicio de los derechos constituciones”. 

Por ello, si bien se observa que ambas figuras (estado de emergencia y situación de emergencia), gozan de características similares —en tanto son excepcionales y surgen a partir de configurarse los mismos supuestos de hecho—, tienen diferencias sustanciales, relacionadas no sólo con el órgano, forma y procedimiento que las precede, sino fundamentalmente con su alcance, pues mientras el “Estado de emergencia” es una declaración general del Estado que busca salvaguardar la vida de la Nación, la “situación de emergencia” es una declaración de carácter particular de una Entidad que, basada eventualmente en un estado de emergencia general, persigue abastecer la Entidad de bienes, servicios u obras necesarias para proteger la continuidad de sus operaciones y/o servicios.

2.4 Ahora bien, es responsabilidad de cada Entidad determinar si en una situación o adquisición particular concurrirían los requisitos necesarios para poder exonerarse del proceso de selección —cualquiera fuere la causal invocada, incluida la situación de emergencia—, a efectos de poder comprar o adquirir de forma directa siguiendo las pautas establecidas en el artículo 148º del Reglamento.

Dentro de esta lógica, también corresponde a cada Entidad identificar y determinar al proveedor que, en tanto cumpla con las características y condiciones establecidas en las Bases, suministrará los bienes o servicios requeridos.  
2.5
Puede darse el caso que la Entidad, previa indagación o estudios del mercado efectuados, determine que no existe un solo proveedor que pueda, en las condiciones y características solicitadas, atender la totalidad de su  requerimiento. En este supuesto, la Entidad, en puridad, tendría que distribuir sus requerimientos entre los proveedores que resulten suficientes para satisfacer su demanda.

Toda vez que ello, en determinados casos, podría afectar la eficiencia de la contratación
, deberá quedar claramente sustentado en los informes técnicos el análisis de las condiciones particulares del mercado que justifiquen la decisión adoptada, atendiendo a las necesidades derivadas de la emergencia suscitada, en interés del Estado.
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sustentan llos nto,  que dispone la ejecucituciones relativos a la libertad y la seguridad personal n su totalidad.





3.
CONCLUSIÓN

En el contexto consultado, si la Entidad determina que en el mercado no existe un solo proveedor que pueda atender la totalidad de los requerimientos surgidos, tendría que distribuirlos entre los proveedores que resulten suficientes para satisfacer su demanda, debiendo constar en los informes técnicos respectivos el análisis de las condiciones particulares del mercado que demuestre tal aspecto.    

Jesús María, 19 de octubre de 2007.
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� Artículo 22º de la Ley y 142º del Reglamento.





� Cabe recordar que la normativa de contrataciones públicas recoge la tendencia al agrupamiento de los objetos contractuales, de tal forma que los bienes esencialmente iguales deben adquirirse de forma conjunta, obteniendo de esta forma, entre otros beneficios, los efectos de la economía de escala.





